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proyecto de declaracion

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

DECLARA

1º Su agrado por las iniciativas tendientes a generar una legislación nacional que provea una solución inmediata, mediante la sanción de una amplia amnistía para los imputados procesados y condenados por haber protagonizado actos públicos sustentados en necesidades perentorias.

2º Informar de la presente declaración al Congreso de la Nación,  Ministerios del Interior,  de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos  y de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

Señor Presidente:

El presente pedido de declaración tiene su antecedente ante ésta Cámara de Diputados en la presentación hecha a la misma hace aproximadamente tres años,  de  un proyecto de Ley de Amnistía elaborado por el equipo jurídico de la Liga Argentina por los Derechos del Hombre y avalado por quince organizaciones de la provincia, entre ellas la CGT de San Lorenzo, la Central de Trabajadores Argentinos (C.T.A.), las Madres de Plaza de Mayo, el Foro por la Impunidad y por la Justicia y los Movimientos Piqueteros.

En el corriente año, una delegación de dirigentes gremiales y de organizaciones populares y de derechos humanos, encabezados por el líder de la CGT San Lorenzo, y el cura párroco de Capitán Bermúdez, acompañados por Abogados de la  Liga por los Derechos del Hombre, y dirigentes gremiales, sociales, 


políticos y concejales electos de la zona del cordón industrial,  reclamaron a la Legislatura el urgente tratamiento de una Ley de Amnistía a luchadores sociales procesados por la justicia.

Luchadores sociales procesados con el crecimiento de los planes de ajuste estructural, la desocupación, la pobreza y la exclusión social.

Se trata del cariz represivo que tomo la democracia argentina en la ultima década. Las diversas formas de resistencia al crecimiento de la pobreza y la desocupación que incluyen modos hasta ahora novedosos como cortes de rutas, los piquetes, la ocupación de plazas, puentes y otros espacios públicos, debió enfrentar la represión y una creciente criminalización de amplios sectores sociales y sus dirigentes.

Esta política deliberada de los gobiernos constitucionales persigue tanto el disciplinamiento social como el intento de desligitimar los reclamos, descalificando sus verdaderos objetivos y obstaculizando cualquier alternativa al orden político y económico vigente.

Miles son los dirigentes sociales y sindicales procesados en los últimos diez años por participar en diversas formas de protesta. Los cargos básicamente están vinculados con la interrupción del tránsito y derivados de ésta situación como puede ser la ocupación de un lugar público. Artículo 194 del Código Penal, interrupción del tránsito para  manifestar, que es un derecho constitucional de raigambre constitucional la Cámara de Casación Nacional en lo Penal, establece claramente que en el corte de ruta  lo que se está ejerciendo es un derecho a peticionar y que allí no existe delito, como se imputa de modo improcedente.

Los procesos en la Argentina, trascendieron las fronteras nacionales, convirtiéndose en casos litigiosos del derecho internacional frente a las nuevas formas que adopta la resistencia al ajuste en Latinoamérica. De ello dan cuenta las denuncias efectuadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante el intento de criminalizar la protesta social y la comisión ha dado la razón, abriendo el caso  y emplazando al  Gobierno Argentino a explicar por que sé esta llevando a cabo esta conducta contraria al Pacto  de San José de Costa Rica.

El control social sobre los sectores sociales excluidos se completa con el accionar represivo de las fuerzas de seguridad, ante la presencia de un derecho de la ciudadanía a manifestarse, a protestar y a solicitar que se cambie el rumbo de la política económica.

Entendiendo como justo el reclamo efectuado por los militantes políticos y sociales, en el reclamo de una amplia amnistía,  medida garante del  ejercicio de  ciudadanía, siendo esta una materia propia del Congreso de la Naciòn, es que solicito a mis pares, acompañen con su firma el presente Proyecto de Declaración.

